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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 19
        Mayo 15 y 16 de 2013
 


La falta de certeza y pertinencia de los cargos formulados contra los artículos. 83 (parcial) y 86 del Código Penal impidió que la Corte pudiera entrar a realizar un examen de fondo sobre la constitucionalidad de estas normas
	     III. EXPEDIENTE D-9301    -   SENTENCIA  C-281/13   (Mayo 15)

           M.P. Mauricio González Cuervo



1.
Norma acusada

LEY 599 DE 2000

(julio 24) 

Por la cual se expide el Código Penal
ARTICULO 83. TERMINO DE PRESCRIPCION DE LA ACCION PENAL. La acción penal prescribirá en un tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, si fuere privativa de la libertad, pero en ningún caso será inferior a cinco (5) años, ni excederá de veinte (20), salvo lo dispuesto en el inciso siguiente de este artículo. 
El término de prescripción para las conductas punibles de genocidio, desaparición forzada, tortura, homicidio de miembro de una organización sindical legalmente reconocida, homicidio de defensor de Derechos Humanos, homicidio de periodista y desplazamiento forzado, será de treinta (30) años.

Cuando se trate de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o el delito consagrado en el artículo 237, cometidos en menores de edad, la acción penal prescribirá en veinte (20) años contados a partir del momento en que la víctima alcance la mayoría de edad.

En las conductas punibles que tengan señalada pena no privativa de la libertad, la acción penal prescribirá en cinco (5) años. 

Para este efecto se tendrán en cuenta las causales sustanciales modificadoras de la punibilidad. 

Al servidor público que en ejercicio de las funciones de su cargo o con ocasión de ellas realice una conducta punible o participe en ella, el término de prescripción se aumentará en la mitad. Lo anterior se aplicará también en relación con los particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o transitoria y de quienes obren como agentes retenedores o recaudadores. 

También se aumentará el término de prescripción, en la mitad, cuando la conducta punible se hubiere iniciado o consumado en el exterior. 

En todo caso, cuando se aumente el término de prescripción, no se excederá el límite máximo fijado

ARTICULO 86. INTERRUPCION Y SUSPENSION DEL TERMINO PRESCRIPTIVO DE LA ACCION. La prescripción de la acción penal se interrumpe con la formulación de la imputación.

Producida la interrupción del término prescriptivo, éste comenzará a correr de nuevo por un tiempo igual a la mitad del señalado en el artículo 83. En este evento el término no podrá ser inferior a cinco (5) años, ni superior a diez (10). 
2.
Decisión 

Declararse INHIBIDA para emitir pronunciamiento de fondo respecto de los artículos 83 (parcial) y 86 de la Ley 599 de 2000, por medio de la cual se expide el Código Penal. 

3.
Síntesis de los fundamentos 
Al analizar el cargo planteado contra los incisos primero y cuarto del artículo 83 del Código Penal, la Corte encontró que la demanda incurre en una confusión grave, pues pretende equiparar las reglas sobre prescripción de la acción penal con las reglas sobre prescripción, cuando esta se ha interrumpido en el proceso. Observó que asumir que los dos tipos de prescripción son lo mismo, pese a su diferencia, para argumentar que el término mínimo de cualquier tipo de prescripción es de tres años, resulta contrario a la propia realidad normativa. En cuanto atañe al artículo 86 del Código Penal, podría afirmarse que su objeto también está regulado en el artículo 292 de la Ley 906 de 2004; que entre ambas normas existen algunas diferencias y que en consecuencia, no se configura el fenómeno de cosa juzgada. No obstante, de ello no se sigue que los cargos planteados en este caso sean aptos para que la Corte se pronuncie de fondo sobre la exequibilidad de la norma demandada. De la argumentación expuesta por la demandante se evidencia que los cargos de la demanda no cuestionan la constitucionalidad del artículo 86, sino su aplicación por la jurisdicción. En rigor, lo que censura es que el artículo se aplique, no que sea inexequible o que se interprete de manera contraria a la Constitución. Más aún, si la aplicación de la ley pudiese cuestionarse dentro del control abstracto de constitucionalidad como se pretende en la demanda y, para ir más lejos todavía, se diera por sentado que el juez de cierre de la jurisdicción ordinaria no aplica la norma que debe aplicar, en lugar de demandar el artículo 86 del Código Penal, del cual no se sigue ninguna de las consecuencias que se aducen, ha debido demandarse la norma que restringe la aplicación de la Ley 906 de 2004 a los aforados. 

En vista de lo expuesto, la demanda carece de certeza, ya que asume que el artículo demandado discrimina a los aforados constitucionales de manera injustificada, lo cual no se sigue de su texto y que la mera aplicación de una ley, y no de su contenido o interpretación, es contraria a la Constitución, como si los problemas que pudieren surgir en torno a la aplicación de la ley, causados en parte por una norma que no se demanda, pudieran resolverse al realizar el control abstracto de constitucionalidad de una norma que, si bien por otros cargos, ya fue declarada exequible por este Tribunal. Adicionalmente, la Corte constató que la demanda también carece de pertinencia, pues la supuesta discriminación injustificada y la vulneración del principio de favorabilidad se ilustran con argumentos de índole legal, sobre la base y a partir de una ley diferente a la que contiene el artículo demandado y de algunas providencias judiciales y no sobre la base de la Constitución, como debe hacerse. 

Al encontrar que los cargos de la demanda no satisfacen los mínimos argumentativos de certeza y pertinencia, la Corte no pudo entrar a realizar un análisis de fondo de las normas demandadas. 

